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De la autonomía a la coordina­
ción de los tres Poderes del Estado 
Una de las características del Estado de 
derecho democrático se fundamenta en la 
separación orgánica, independencia y au­
tonomía de los tres Poderes del Estado, lo 
que permite que haya equilibrio entre ellos, 
a fin de realizar la función de supervisión 
y control recíproco. Asimismo, se contra­
rresta el surgimiento de sistemas políticos 
que riñen con la democracia, al del im itar 
mutuamente las funciones de los Poderes 
del Estado, los cuales son conocidos como 
el sistema de frenos y equilibrios (checks 
and balances). 
El Legislativo elabora las leyes.
 
El Ejecutivo ejecuta las leyes.
 
El Judicial vigila la correcta elabora­





El sistema de checks and balances garan­
tiza el equilibrio y la relación de igualdad 
de los tres Poderes del Estado y el desa­
rrollo de su respectivo trabajo en un pia­
no horizontal, de tal forma que ninguno 
de ellos se imponga sobre el otro. 
En este mismo orden, para que la Asam­
blea Legislativa posea independencia en 
relación con los otros dos poderes, se re­
quiere, además, que ésta esté conformada 
por diputados que hayan surgido de elec­
ciones democráticas al interior de sus pro­
pios partidos, igualmente que hayan sido 
elegidos por el cuerpo electoral en eleccio­
nes nacionales democráticas y que cada uno 
de ellos desempeñe en la Asamblea el rol 
de representar los intereses de la nación . 
La Asamblea Legislativa, al ser independien­
te, puede cumplir sus labores y funciones 
sin interferencias, impos iciones o cond icio­
namientos. La independencia le faculta ser 
democrática en lo interno y externo. Al 
considerar al Poder Legislativo como el 
primer poder, se le ubica en la cúspide de 
la pirámide, el problema que se plantea 
es cuál de los dos poderes restantes se 
encuentra exactamente debajo. 
Durante la época de la Guerra Fría y del 
bipolarismo, la comunidad socialista le daba 
supremacía al Poder Legislativo, por su 
carácter representativo y soberano, también 
por ser la instituci ón que elabora las le­
yes que rigen las relaciones sociales y de 
producción en el Estado. 
Este planteamiento puede conduci r a con­
cluir que las dictaduras del "socialismo real" 
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provenían no de la concentración del 
poder en el Ejecutivo, sino en el Legisla­
tivo, pero hay que aclarar que el Poder 
Legislativo era monopolio exclusivo de los 
partidos comunistas, asimismo, el poder 
Ejecutivo . Entonces, ¿la dictadura era del 
Poder Legislativo, del Ejecutivo o de un 
partido político? 
En los países democráticos, cuando el par­
tido oficial tiene la mayoría de diputados 
en la Asamblea Legislativa, ello no repre­
senta un peligro, porque se parte del he­
cho de que el partido es democrático y vela 
por el interés nacional, pero el prob lema 
surge cuando las instituciones del país y el 
partido no son democráticos y el partido 
en el poder vela únicamente por los inte­
reses de un solo sector económico, socia l, 
político, étnico, etc. , de la sociedad. 
Esta situación se traduce en la imposición 
autoritaria y afecta negativam ente al sis­
tema político, porque el Ejecutivo se con­
vierte en un dictador sobre la Asamblea 
Legislativa y, si el partido en cuestión es 
reelegido por uno o vario s períodos adi­
donales para gobernar el país, se convierte 
luego en un dictador sobre el Poder Judi­
cial y puede escalar un autori tarismo 
institucionalizado, capaz de prevalecer po r. 
un período considerable. 
El autoritarismo se institucionaliza cuando, 
un partido político, además de tener a su 
servicio al Ejecutivo, a la Asamblea Legis­
lativa y al Poder Judicial, de igual forma 
puede ' ejercer su dominio sobre la Fisca­
lía General de la República , la Corte de 
Cuentas de la República, la Procuraduría 
de Derechos Humanos, la Procuraduría 
General de la República, el Tribunal Supre­
mo Electoral, etc. La norma es la legali­
zación de la arbitrariedad y la politización 
del Poder Judicial. 
Este es el escenario de un auto ritarismo 
institucionalizado y además "legal", porque 
paralelamente, en la medida en que se con­
solide, creará todo el contexto jurídico que 
lo legitime. Es decir, lícita será la distribu­
ción injusta de la riqueza y la concentra­
ción de la misma en un reducido núme­
ro de oligarcas y empresas multinaciona­
les, igualmente, la venta y destrucción del 
Estado, la inexistencia de una previsión y 
seguridad social, etc . 
La Constitución se puede convertir en una 
Carta Magna decorativa o en un instrumen­
to para justificar las iniquidades, injusticias 
y desigua ldades, etc. 
En el mensaje de Armando Calderón Sol, 
ex presidente de El Salvador, con motivo 
del CLXXIV aniversario de "nuestra indepen­
dencia patria", el 15 de septiembre de 1995, 
f irmó que: "Ahora la institucionalidad de 
la república y el Estado de derecho están 
plenamente garantizados por una verdadera 
independencia de los poderes públicos "]. 
Según la Constitución de El Salvador, en 
el Art. 86: "Los órganos del Gobierno lo 
ejercerán independientemente dentro de 
las respectivas atribuciones y competencias 
que establecen esta Constitución y las 
Ley'es". Este mismo artículo, más adelan­
te, dice que: "Los órganos fundamentales 
del Gobierno son el Legislatívo, el Ejecu­
tivo y el Judicial". 
Uno de los males que se ha mantenido 
durante años y sigue igual o peor en la 
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Asamblea, es el de no contar con un in­
terés homogéneo frente a la actuación 
del gobierno, fundamentalmente porque 
la representación mayoritaria adopta un 
carácter gubernamental en todas sus ac­
tuaciones, impidiendo con ello ejercer 
una actuación verdaderamente indepen­
diente y desdiciendo del carácter parla­
mentario del Órgano Legislativo; con 
dicha actitud la " función de control 
político" no pasa de ser un mero enun­
ciado, una simple aspirac ión constitucio­
nal i rrealizabl e2 • 
Por otro lado , cuando se habla de divi­
sión de pode res, se crea la impre sión de 
un esquema teórico o ideológico de na­
turaleza rígida e inflexible, en el que no 
hay vasos comunicantes entre los tres Po­
deres del Estado. 
La división de poderes fue un val ioso 
aporte teórico que surgió como una 
respuesta concreta y viable a la situa­
c ión política, social y económ ica de 
algunos países de Euro pa, par t icular­
mente del Reino Unido y Francia, por 
lo que , actualmente, no podemos con­
tinuar dándole la misma in terp reta ción 
sin tomar en cue nta los avances, los 
cambi os y las modificaciones que se 
han producido. 
Cuando hablamos de división de pode­
res, presuponemos la interdependencia, 
interrelación, coordinaci ón y cola bora­
ción que se da entre lo s Poderes de l 
Estado, para lograr juntos cada vez más 
el buen funcionamiento y perfección del 
sistema político democrático. La "Co ns­
titución de El Salvador en el Art. 86 es­
tablece que los tres poderes " ...colabo­
rarán entre sí en el ejercicio de las fun­
ciones públ icas", pero se queda corta 
1.2 Funciones de la Asamblea legislativa 
La Asamblea Legislativa tiene funciones que 
le son propias y son la ejecución o la 
omisión de' éstas, las que le defi nen su 
idoneidad o disfuncionamiento y el nivel 
interno de desarrollo de la institución. 
Las principales funciones del Poder 
Legislativo en países democráticos son 
las siguientes : 
Llamar a los ministros a las comISIO­





Interpelar e interrogar a los ministros .
 
Conceder permiso al presidente del
 
país para viajar ~ I extranjero.
 




Otorgar distinciones honoríficas, títulos
 
de reconocimiento y gratificaciones, etc.
 




Elegir al ministro de defensa y otorgar
 
los grados de ascenso de los oficia­

les de la fuerza armada.
 




Recibir y analizar las memorias
 




Ratif icar los tratados.
 
Legislar y controlar la aplicación de las
 
le es }' de sus respectivos reglamentos.
 












Emitir moción de censura (veto legislativo).
 
Responsabilidad penal de los mlnlstros.
 
Conceder autorización al ejecutivo
 
al no especificar para qué , para contratar créditos . 
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Revisión constitucional.
 
Conceder o negar permiso a nacio­

nales para que acepten cargos di ­





Elección de algunos funcionarios públicos.
 








Las comi siones legislativas y el plenario 
tienen el derecho de llamar a los minis­
tros u otros funcionarios públ icos, con 
excepción de los miembros del Poder 
Judicial, igualmente a particulares, para 
que presenten informes o respondan pre­
guntas de interés para los diputados, con 
lo cual éstos amplían su visión sobre de­
terminados asuntos de trascendencia na­
cional , lo que les permite emitir dictá­
menes con la mayor información posible 
sobre determinados proyectos de ley. 
Tanto los funcionarios públicos como los par­
ticulares que no se presentaren al llamado 
de las comisiones o del plenario o no en­
viaren la información solicitada en el tiem­
po requerido, asimismo en el caso de que 
se presentaren y dieren información falsa o 
tergiversada serían objeto de sanciones por 
parte de la Asamblea Legislativa, lo que con­
llevaría el establecimiento de acciones judi­
ciales que se podrían tramitar en las instan­
cias pertinentes. 
En el caso de El Salvador, no existe re­
glamentación ni sanciones para garanti­
zar que los funcionarios públicos envíen 
la información solicitada por los diputa­
dos en el tiempo previsto, de igual ma­
nera, no hay disposiciones jurídicas para 
penalizarlos por mentir o tergiversar la 
información que les soliciten las comisio­
nes permanentes o el plenario . 
Según el diputado Eugenio Chicas : 
Continuamente se solicita información. Nada 
menos de nuestra comisión hemos solici­
tado a distintas instituciones del Estado, 
Ministerio de Trabajo, por ejemplo, desde 
la Comisión de Trabajo al Ministerio de 
Trabajo, al Seguro Social, a los jueces, pero 
esa información, de parte de algunos fun­
cionarios es ágil y la envían, muchos fun­
cionarios no la envían o la envían con 
mucho retraso por lo que ya no es útil o 
la información es incompleta'. 
Por otro lado, en países democráticos los 
funcionarios públicos, a excepción de los 
miembros del Poder Judicial, pueden presen­
tarse cuando lo consideren conveniente, con 
la previa aprobación de la comisión o del 
plenario y, tienen derecho a voz, pero no a 
voto y observan las mismas reglas sobre los 
deberes y derechos de los diputados, estipu­
lados en el reglamento interno de la Asam­
blea Legislativa, con excepción del voto, para 
que defiendan y promuevan los planes y 
programas de trabajo de sus respectivas ins­
tituciones, con el propós ito de lograr apoyo 
legislativo para las acciones del Ejecutivo. En 
El Salvador, esta situación tampoco se encuen­
-----------------
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tra regulada ni en el Reglamento Interior de 
la Asamblea ni en la Constitución. 
En algunos países, los ministros y algunos 
funcionarios públicos tienen la obligación 
de presentar cada año la memoria anual 
de labores, que consiste en un recuento 
de las actividades realizadas por su minis­
terio o institución, con el fin de que los 
diputados y la población conozcan lo que 
se ha hecho en la gestión pública. 
En países donde las cuentas son claras y 
transparentes la función pública, las comi­
siones legislativas estudian y analizan la me­
moria o las memorias pertinentes a la labor 
de cada ente y comprueban la ejecución de 
la ley del presupuesto y las otras leyes y re­
glamentos respectivos de cada institución, 
de tal forma que se enteran de la actividad 
gubernamental, lo que les permite emitir 
opinión al respecto y, en caso de encontrar 
anomalías, se forman comisiones o subco­
misiones especiales de investigación, para de­
terminar la aprobación, desaprobación o 
establecer correctivos en cuanto a la ejecu­
ción del presupuesto o de la elaboración y 
aplicación de reglamentos, por parte de los 
ministerios o entidades públicas. Obviamente 
esto no sucede en El Salvador. 
Al respecto, la Constitución de El Salva­
dor, en el Art.18, dice: "Recibir el infor­
me de labores que deben rendir el Ejecu­
tivo por medio de sus Ministros, y 'apro­
bario o desaprobarlo". Y el Art.131 , inci­
so 36, expresa que la Asamblea debe: 
"Recibir el informe de labores que debe 
rendiñel Fiscal General de la República, 
el Procurador General de la República, el 
Procurador para la Defensa de los Dere­
chos Iñumanos, el Presidente de la Corte 
de Cuentas de la República y el Presidente 
del Banco Central de Reserva de El Salvador". 
No.-'___~ _C tJAD RQ 
SOLICITUD DE INFORMES A FUNCIO lOS PÚBLICOS Y A PARTICULARES 
EN COSTA RICA Y EN L SALVADOR 
REG AMENTO DE LA ASAMBLEA LEGISLATIVA 
E COSTA RICA 
Art.ll1 
Las comisiones permanentes y especiales, por medio de sus presidentes, y los dipu­
tados, en forma personal, podrán solicitar toda clase de informes a las instituciones del 
Estado. 
Dichas solicitudes deberá ser. atendidas con Rrontitud y de manera prioritaria por 
las instituciones y los funcionario re ueridos. 
Art.112 
Corresponde al Presidente de la Comisión, previa mocion aprobada al efecto, 
requerir la presencia de aquellos funcionarios y part iculares cuya comparecencia en la 
comisión se considere necesaria para la decisión del asunto que se dlscuie" con el pro­
pósito de que sean interrogados por los diputados. 
Toda persona deberá asistir al ser convocada, salvo justa causa, y, en caso 
de renuencia, será conducida por la Fuerza Pública. La persona citada podrá asistir 
acompañada de un abogado, y negarse a declarar en los casos en que así la faculte 
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la Constitución o la ley, y cuando se trate de asuntos diplomáticos, jurisdiccionales 
o militares pendientes. 
El Presidente de la Comisión tomará juramento a las personas que asistieren, conforme 
con el Código de Procedimientos Penales. En caso de que faltare a la verdad, se aplica­
rán sanciones previstas en el Código Penal, de acuerdo con las disposiciones generales 
del Código de Procedimientos Penales. 
REGLAMENTO DE LA ASAMBLEA
 
LEGISLATIVA DE EL SALVADOR
 
Art.14 
Cuando las Comisiones estimen conveniente, por razones de la importancia de 
los temas a tratar, podrán llamar a su seno a cualquier persona o funcionario, con el 
objeto de que la ilustre o auxilie en sus trabajo . Asimismo, reclamar de los otros Órga­
nos del Gobierno y solicitar de insti tucion es privadas por medio de la junta Directiva, 
cuantos informes y documentos sean necesarios. 
FUENTE: ASAMBLEA LEGISLATIVA DE COSTA RICA, Reglamento de la Asamblea Legislativa, San 
José, Investigaciones Jurídicas, 1995, pp. 60-61. LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPÚBlICA 
DE EL SALVADOR, Reglamento interior de la Asamblea Legislativa, San Salvador, S.p.i., 1983, p. 7. 
1.2.1 Acerca del veto legislativo, _ a recomendar al presidente la destitución del 
funcionario público, lo que significa que el 
El veto legislativo consiste en la moción mandatario puede o no acatar la recomen­
de censura del plenario hacia un ministro dación. El Art.131, inciso 37, restringe a la 
del gobierno u otro funcionario púb lico, Asamblea legislativa de El Salvador a: 
debido a faltas graves, actos que riñen con 
sus funciones, con el ord enamiento jurí- Recomendar a la P.residencia de la República 
dico del país o con la ética. También el la aestitución de los Ministros de Estado, o 
veto se aplica a las decisiones e iniciati- a los organismos eorrespondíentes; la de los 
vas administrativas, a la aplicación y ela- funcion arios de Instituciones Oficiales Autó­
boración de reglamentos. Aquí lo que nomas cuando así lo estime conveniente, 
procede es anular o detener las decisio- como resultado de la investigación de sus 
nes de algún ministro u otro funci onario'-'- -comisiones especiales o de la interpelación, 
público, a excepción de las que provien n en su caso. t a resolución de la Asamblea 
de los miembros del Poder Judicial. rá vinculante cuando se refiera a los je­
fes de seguridad pública o de inteligencia La censura presupone la "caída" o la re­
de Estado por causa de graves violacionesnuncia irrevocable del minis tro o funcio­
de los Derechos Humanos. nario , con la cual éste queda inhabilitado 
para desempeñar cargos públ icos, mientras 
No obstante, el 12 de diciembre de 1995, dure el mismo mandato presidencial. 
los dirigentes de los partidos, Movimien­
En El Salvador no existe la moción de cen­ to de Renovación Social Cristiano (MRSC), 
sura, la Constitución limita a los diputados sólo Movimiento de Unidad (MU) y del FMLN 
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exigieron la renuncia del gabinete del pre­
sidente Armando Calderón Sol, como re­
sultado de una evaluación que realizaron 
sobre la gestión gubernamental" . 
Esta exigencia fue ignorada por los minis­
tros y por el prop io presidente de El Sal­
vador, pero si hubiera tenido asidero cons­
titucional y la decisión se hubiera toma­
do en el pleno legislativo, el gab inete 
ministerial hubiera forzosamente dimitido 
de forma colectiva y los nuevos ministros 
que los hubieran reemplazado lo prime­
ro que habrían hecho sería rectif icar la 
conducción del Ejecutivo. De igual manera, 
los desaciertos y obstáculos detectados 
habrían sido objeto del conocimiento y del 
debate público. 
La censura colectiva del gabin ete de go­
bi erno es una de las característ icas del 
sistema de gobierno parlamentario; no 
obstante, algunos sistemas de gobier.­
no presidencialista han adoptado la mo­
ci ón de cen sura o veto legislativo de 
forma individual. 
El voto de censura se encuentra con tem­
plado en algunas Const ituciones Polít icas 
de países de América Latina, por ejemplo, 
en la de Uruguay de 1966, en la de Ecua­
dor de 1979, en la del Perú de 1980 y 
en la Constitución de Colombia de 19915 . 
Sin embargo, esta medida de con trol del 
legislativo es controversial, debi do a que 
si el partido oficial constituye mayoría sim­
ple o absoluta en la Asamblea Legislativa 
y este partido encubre o tiene como norma 
la corrupción, lo más probable es que la 
moción de censura no sea aprobada y, en 
caso extremo, hasta se le puede otorgar 
un voto de apoyo o respaldo al ministro 
o funcionario en cuestión; de esa mane­
ra, el objetivo del veto legislativo se revier­
te. No obstante, esta situación podría 
causar al partido o ficial un costo político 
en las próximas elecciones. 
Por otro lado, si la oposición obtiene [a 
mayoría simple o absoluta en la Asamblea 
y actúa de manera irresponsable, puede 
utilizar la moción de censura como un 
instrumento para causar daño al Ejecutivo. 
Por ejemplo; para desprestigiar a algún mi­
nistro O funcionario público o para restar 
simpatías entre la población al partido que 
dirige el gobierno. En este caso, la oposición 
estaría contribuyendo a desestabilizar al go­
bierno y podría provocar la ingobernabilidad. 
En ambos escenarios se podría dar una 
incorrecta util ización de la moción de 
censura, pero si la Asamblea es democrá­
tica, y por lógica transparen te, tendrá las 
puertas abiertas en todas las sesiones de 
las comisiones y del plenario , para que los 
medios de comunicación y la sociedad civil 
en general se enteren de lo que realmen­
te pasa en ella, lo que impediría que la 
población fuera presa fácil de la demago­
gia de los político s en cuanto a la utiliza ­
ción del veto legislativo. 
la moción de censura; en todo caso, se 
podría interpretar como un elemento 
disuasivo, para eontener la corrupción, las 
arbitrariedades, las injusticias, etc. Asimis­
mo, aseguraría, en cierta medida el acer­
camiento y la colaboración coordinada 
ent re las comisiones legislativas y los mi­
nisterios del gobierno. 
1.2.2 Interpelaciones a los funcionarios 
públicos 
La Asamblea Legislat iva tiene el dere ­
cho no sólo de hacer antejuicio a los 
funcionarios públicos sino, también, 
de interpelarlos. 
------------
REALIDAD y RER.EXIÓN UNIVI.SIDAD ••ANCISCO GAVIDIA 
En el Derecho Político de 105 países de 
régimen democrático, la interpelación es la 
facultad que tienen las Cámaras Legislati­
vas para requerir de un ministro que infor­
me acerca·de ciertos actos de gobierno o 
para que aclare aspectos de la política en 
general. Según Duguit, representa el medio 
más eficaz de ejercer al Poder Legislativo 
su control sobre el Poder Ejecutivo~. 
Las interpelaciones, por lo general, conlle­
van la exposición de explicación o infor­
me sobre un tema o problema previamente 
señalado por la Asamblea Legislativa, lo 
que da lugar a un período de preguntas 
al funcionario por parte de los diputa­
dos; después, a un debate parlamentario, 
que puede desembocar en una sanción 
legislativa y conducir a una moción de 
censura o, en el mejor de los casos, a la 
aclaración del tema o a la solución del pro­
blema, sin necesidad de llegar a tomar una 
medida punitiva. 
En la Constitución de El Salvador es una 
de las funciones de la Asamblea Legislati­
va. En el Art.131 inciso 34 se establece la 
atribución de: "Interpelar a los ministros o 
encargados del despacho y a 105 presidentes 
de Instituciones Oficiales Autónomas " . 
Asimismo, encontramos en el Art.165 que: 
"Los ministros o Encargados del despacho 
y Presidentes de Instituciones Oficiales 
Autónomas deberán concurrir a la Asam­
blea Legislativa para contestar las 
interpelaciones que se les hicieren ". 
Los funcionarios llamados a interpelación 
que sin justa causa se negaren a concu­
rrir, quedarán por el mismo hecho, depues­
tos de sus cargos. 
En el Reglamento Interior de la Asamblea 
Legislativa de El Salvador, la interpelación 
se encuentra regulada en el Capítulo VII, 
del artículo 56 al 58. 
Ni en la Constitución ni en el Reglamen­
to Interior de la Asamblea Legislativa se 
contempla la moción de censura con la 
respectiva "caída" o dimisión irrevocable 
y forzosa de los funcionarios públicos que 
hayan dañado el interés público o causa­
do perjuicio a los bienes del Estado. 
Segú n el diputado Jorge Alberto 
Villarcorta, en la Asamblea Legislativa de 
El Salvador: " Un problema grave en la 
función de leg islar es la cultura política 
que hace, por ejemplo, que los diputa­
dos no se atrevan a cuestionar al Ministro 
de Defen sa, que no piensen, que no 
hablen y que sólo rep itan lo que el 
Ministro dice :" . 
La Asamblea Legislativa, no tiene experien­
cia acumulada acerca de los interrogatorios, 
las audiencias, las interpelaciones, para 
declarar la inhabilidad del presidente, rea­
lizar antejuicios, etc., se puede notar que 
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algunos 'diputados todavía tienen el temor 
a cuestionar a los ministros y en especial 
al· M inistro de Defensa. 
En sistemas presidencialistas inestables, 
la legislatura no tiene verdadera capaci­
dad para controlar la .acci ón de los pre­
sidentes o de los' burócratas militares y 
civiles. Cuando trata de hacerlo puede 
perjudicar su supervivencia institucional 
al mismo tiempo que la: seguridad polí­
tica y personal de sus miembros. Como 
resultado de ello se producen frecuen­
tes abusos de poder, los ciudadan os 
pierden el respeto por sus instituciones 
políticas y se incrementa la probabilidad 
de la inestabilidad" 
1.2.3 Atribuciones jurisdiccionales de la 
Asamblea Legislativa 
La Asamblea Legislativa en países demo­
cráticos tiene entre sus' funciones deterrn i­
nar si procede admitir las acusaciones de 
cualquier persona que haya sido afectad a 
injustamente por algún min istro u o tro 
funcionario público de alta jerarquía, en 
el desempeño de sus funci ones. 
La acusación puede ser planteada inclu­
so después de que el funcionario hay 
cumplido con el período del cargo, toda 
vez que los perjuicios o infracciones 10 5 
haya cometido durante el desempeño de 
sus funciones. Este último caso debería
estar estipulado en el Reglamento Interno 
de la Asamblea Legislativa de El Salvador 
y especificar, entre otros, el plazo duran­
te el cual se puede hacer la acusación, de 
igual forma, la prohibición de que el acu­
sado pueda salir del país sin previa auto­
rización de la Asamblea Legislativa. 
A dichos funcionarios se les puede deman­
dar, por ejemplo, por haber violado o 
dejado de cumplir las leyes y la Constitu­
ción, por comprometer la soberanía y la 
seguridad del Estado, por no cumplir con 
los deberes que el cargo les impone, por 
traición a la patria, por malversación de 
fondos públicos, estafa, cohecho, soborno, 
sedición y, falsa declaración fiscal, etc. 
Si la demanda es aceptada, se establece 
el procedimiento conocido como juicio 
político, acusación constitucional o 
impeachment en contra del funcionario y 
se justifica inmediatamente la suspensión 
(le las funciones del acusado. 
El jui cio político busca, entre otras cosas, 
preven ir que las personas que demanden 
a los funcionarios públicos de alto nivel 
pasen directamente a"los tribunales, de tal ma­
nera que la Asamblea Legislativa determina la 
pertinencia de cada caso, "a fin de evitar que 
día tr:as día todos los particulares que se sien­
tan injustamente afectados por una resolución 
ministerial inicien juicios lndernnizatorios en 
contra de ellos'" : De esta manera se protegen 
los intereses y derechos de-la sociedad civil, 
ael Estado y del funcionario misvmo. 
1geterminados delitos de ciertas personas 
mini stros, parlamentarios, jefe de Estado, 
etc.) sólo pueden ser juzgados con pre­
via autorización del Parlamento y a veces 
con intervención er,¡ el tribunal de una 
comisión parlamentaria" 
~---­
Si se decide establecer un juicio político, la 
Asamblea analizará las pruebas de las par­
tes acusadora y acusada yla documentación 
que las acompañen, igualmente escuchará 
a.ambas y rendirá finalmente un informe. 
Si la Asamblea encuentra méritos para la foro 
mación de causa al funcionario,' su proceso 
pasa ipso facto al Poder Judicial, para ser juz­
gado de acuerdo con las leyes, para que res­
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panda por los daños y perjuicios causados al 
Estado y a particulares y, en caso de resultar 
culpable, se declara automáticamente la des­
titución de su cargo, lo que conlleva para tal 
funcionario la pérdida del fuero constitucional 
para ser procesado judicialmente. 
Cuando el funcionario público renuncia a su 
fuero, de forma inmediata, su caso es tra­
mitado en los juzgados o tribunales perti­
nentes y, si éstos giran orden de prisión, el 
funcionario es suspendido de su cargo y se 
le priva del desempeño de funciones públi­
cas, sean éstas por elección popular o no, 
por un período determinado. 
En El Salvador, la función jurisdiccional de 
la Asamblea Legislativa se denomina 
antejuicio, y está estipulada en el Regla­
mento Interior de la Asamblea Legislativa, 
en el Capítulo V y en la Constitución, en 
los artículos 236 y 237. 
Art. 236 
El Presidente y el Vicepresidente de la 
República, los Diputados, los Designados 
a la Presidencia, los Ministros y 
Viceministros de Estado, el Presidente y 
Magistrados de la Corte Suprema de Jus­
ticia y de las Cámaras de Segunda Instan­
cia, el Presidente y Magistrados de la Corte 
de Cuentas de la República, el Fiscal 
General de la República, el Procurador 
General de la República, el Procurador para 
la Defensa de los Derechos Humanos, el 
Presidente y Magistrados del Tribunal Su­
premo Electoral, y los representantes diplo­
máticos, responderán ante la Asamblea 
Legislativa por los delitos oficiales y comu­
nes que cometan. 
Art. 237 
Desde que se declare por la Asamblea 
Legislativa o por la Corte Suprema de 
Justicia, que hay lugar a formación de 
causa, el indiciado quedará suspendido en 
el ejercicio de sus funciones y por ningún 
motivo podrá continuar en su cargo. En 
caso contrario se hará culpable del delito 
de prolongación de funciones. Si la sen­
tencia fuere condenatoria, por el mismo 
hecho quedará depuesto del cargo. Si fuere 
absolutoria, volverá al ejercicio de sus 
funciones, si el cargo fuere de aquellos que 
se confieren por tiempo determinado y no 
hubiere expirado el período de la elección 
o del nombramiento. 
La Constitución no especifica los tipos de 
delito de manera general, mucho menos 
de forma específica, lo que significa que 
se deja una "puerta" de salida. Igualmen­
te, en cuanto al procedimiento para la 
ejecución del proceso del juicio político, 
es tan general que rima con lo vago, lo 
que puede dar Jugar a muchas interpre­
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En este mismo sentido, a pesar de la di­
ferencia observada en la Constitución, 
existe confusión o ignorancia entre algu­
nos diputados de la Asamblea Legislativa 
de El Salvador, en cuanto al significado de 
la interpelación y del antejuicio. 
El ex diputado Roberto Edmundo Viera 
(1991-1994: 1994-1997), manifiesta que él 
junto con otros diputados: 
Presentamos en el seno de la Asamblea, 
una petición de "Interpelación" del Ministro 
de Hacienda, la respuesta de los represen­
tantes del partido de Gobierno fue nega­
tiva, aduciendo que el Sr. Ministro no ha 
cometido ningún delito y que lo único que 
se quiere es show político'" 
Esta confusión o ignorancia de parte de 
los diputados del partido oficial sirvió de 
pretexto para que no se interpelara al 
Ministro de Hacienda. Estas actuaciones 
realizadas por desconocimiento o con 
conocimiento, pero con mala fe, impiden 
la coordinación de trabajo entre el Poder 
Legislativo y el Poder Ejecutivo; además, 
obstaculizan la "función de control políti­
co, la cual debería ser una función de vital 
importancia de la Asamblea Legislativa. 
1.2.4 Inhabilidad y renuncia del Presidente 
Le corresponde a la Asamblea Legislativa 
declarar la inhabilidad del Presidente de la 
República en ejercicio o del Presidente 
electo, cuando exista algún impedimento 
físico o. mental que lo inhabilite para el 
cumplimiento y desarrollo de sus funciones. 
El impedimento debe ser de tal naturale­
za, que inhiba al Presidente a presentar 
su renuncia, no esté en condiciones de 
hacerlo o no quiera formalizarla. 
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Esta facultad supone, por lo tanto, una 
actuación de oficio del Senado, incluso sin 
el conocimiento o aún en contra de la vo­
luntad de aqu él. Constituye 'pues, una 
forma mucho más rápida y eficaz de des­
titu ción que la der-ivada de la aprobación 
de una acusación constltuclonal" 
Para el caso de El Salvador la Constitución, 
en el Arlo131, inciso 20, señala como atri­
bución a la Asamblea Legislativa: 
Declarar, con no menos de los dos tercios 
de votos de los Diputados electos, la in­
capacidad física o mental del Presidente, 
del Vicepresidente de la República y de 
los funcionarios electos por la Asamblea, 
para el ejercicio de sus cargos, previo dic­
tamen unánime de una Comisión de cin­
co médicos nombrados por la A amblea . 
De igual forma, le corresponde a la Asam­
blea aceptar o rechazar la dimisión del 
presidente, previo análisis y examen de las 
razones que él esgrima, con el propósito 
de precisar y determinar si los motiv s 
están fundados y lo ameritan. 
La Constitución de El Salvador, al respec­
to, es ambigua y sólo s lim ita a enunciar 
en el Arlo131, inciso 15, como atrib ución 
de la Asamblea Legislativa lo siguiente: "Re­
solver sobre renuncias interpuestas y Iicen­
cias solicitadas por el Presiden te y el Vi­
cepresidente de la República y los Desig­
nadas, previa ratific ación personal ante la 
La solic itud de autorización para 'vi ajar 
al extranjero puede regir por un perío­
do determinado, que puede durar has­
ta un año después de haber term inado 
sus funciones como Jefe del Ejecut ivo , 
con el propósito, entre o tro s, de que el 
ex presidente pueda evadir sanciones pe­
nales po r delitos graves que haya come­
tido en el ejercicio de sus funciones 
como pres idente. 
Se supone que en la Constitución deben 
establecerse sanciones. a la no observan­
cia de esta norma por parte del presidente 
o por realizar actividades y gestiones ante 
gobiernos u organismos internacionales, dis­
tintos a la que el pleno legislativo hub ie­
re aprobado. 
La autorización imp lica que los diputados 
cono zcan, evalúen y otorguen su beneplá­
cito si están de acuerdo con las gestiones 
dip lomáticas Cjue realice el Presidente. 
La autor ización incluye el objet ivo de que 
los Poderes Ejecutivo y Legislativo coordi­
nen la política exterior que más conven­
ga a la nación . 
Be esta manera se garantiza que la polí­
tica exterior no sea realizada por el Pre­
sidente en su carácter personal, sino en 
represen tación oficial del país y como 
sujeto de derecho internacional. Sin em­
6argo, en la Constitución de El Salvador
,-.'-­
misma Asamblea" .	 en el Art.158, únicamente se refiere a que: 
"Se Rfohíbe ..al Presidente de la Repúbli­
ca salir del territorio nacional sin licencia 
de la Asamb ea Legislativa" . 
1.2.5 Ratificación de tratados 
Otro de los mecanismos de control y 
coordinación de la política internacional del 
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tratados, es decir, de "un acuerdo entre 
sujetos de derecho de gentes destinado a 
producir ciertos efectos de derecho"!' y 
regido por el derecho internacional. En 
sentido amplio podemos decir que es 
." todo acuerdo concluido entre miembros 
de la comunidad internacional" !". 
La ratificación es un control sobre el Eje­
cutivo, para que éste no incurra en hechos 
diplomáticos que puedan afectar el interés 
de la nación o poner en peligro ' la sobera­
nía, la independencia y la autodeterminación 
del país. También con la ratificación, el 
Poder Legislativo y el Ejecutivo coord inan 
las relaciones internacionales, para que éstas 
sean congruentes con la política y el or­
denamiento jurídico interno del Estado. "La 
práctica de la ratificación es relativamente 
moderna, arranca desde la Revolución Fran­
cesa, o sea, a partir de la organización 
democrática del Estado?" .. 
La ratificación es una competencia exclu­ inciso segundo de la Constitución. 
Poder Ejecutivo. 
Según los lineamientos generales del Minis­
terio de Relaciones Exteriores de El Salvador, 
el trámite de la ratificación de .instrumentos 
internacionales tiene los pasos siguientes:' 
a. Obtención de dictamen favorable 
de las instituciones involucradas 
respecto de su contenido; en caso 
de que no se haya consultado pre­
vio a la suscripción. 
b. Previo estudio, elaboración de dicta­
men favorable de asesoría juríd ica, en 
caso de que no se haya consultado su 
texto previo a la suscripción. 
c. SOmeterlo a conocimiento del Ministerio 
de Justicia para que dicha cartera de 
Estado dé su dictamen al respecto. 
d. Someterlo a conocimiento del Señor 
Presidente de la República para que le 
otorgue su anuencia, que equivale a ini­
ciativa de le , a que se refiere el Art133, 
siva del Poder Legislativo. "EI sistema des­
cansa en la idea democrática del control 
de la política internacional por el Poder 
Legislativo y reduce el papel del Poder 
Ejecutivo, que no es sino un simple nego­
ciador del tratado"!". 
Las tratados son f irmados primero por 
el Ejecutivo, pero para que entren en 
vigencia y tengan autoridad, ad~u iera n 
fuerza jurídica, constituyan ley de I ~a'--
República y sean obligatorio par a los 
Estados se necesita que la Asamblea 
Legislativa los ratifique, es de ir, que 
vote a favor en pleno para su aproba­
ción. En términos de derecho in terna­
ci onal se le denomina a esta acción 
legislativa "ratificación", que no es otra 
cosa que la confirmación de las ges­
tiones, las negociaciones, la redacción 
del texto, entre otras, realizadas por el 
e.	 Obtenida la nuencia, se elabora un 
acuerdo ejecutivo de aprobación y se 
remite medi nte nota a la Asamblea 
Legislativa para su ratificación. 
Con la ratificacion el tratado se convier­
te en ley del país. Para el caso de El Sal­
vador, el tratado entra en vigencia después 
de haber tran scurrido ocho días de la 
publicació del decreto de la ratificación 
·· ~en el Diario Oficial. 
Un país pue e expresar a la comunidad 
internacional su voluntad de obligarse por 
un tratado, )::a sea por ratificación, acep­
tación , aprobación o adhesión, según sea 
el caso. 
Ratificación de tratados. 
Es el acto mediante el cual un Estado 
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confirma y aprueba oficialmente los tér­
minos de un tratado. Aunque normalmente 
es un acto ejecutivo, la ratificación se lle­
va a cabo por cada signatario de un tra­
tado de acuerdo con sus procesos cons­
titucionales. Ordinariamente esto requiere 
el consentimiento de una o más cámaras 
de la legislatura nacional! ": 
Según la Convención· de Viena sobre el 
Derecho de los Tratados -la cual El Sal­
vador todavía no ha ratificado-, en el 
Art.14; sobre el consentimiento en obligar­
se por un tratado, manifestado mediante 
la ratificación, la aceptación o la aproba­
ción, dice lo siguiente : 
1.	 El consentimiento de un Estado en 
obligarse por un , tratado se manifes­
tará mediante la ratificación: 
a)	 Cuando el tratado disponga que tal 
consentimiento debe manifestarse 
mediante la ratificación; 
b) Cuando conste de otro modo que los 
,/1 Estados negociadores han convenido 
que se exija la ratificación; 
e)	 Cuando el representante del Estado 
haya firmado el tratado a reserva de 
ratificación; o 
d)	 Cuando la intención del Estado de 
firmar el tratado a reserva de ratifica­
ción se desprenda de los plenos po­
deres de su representante o se haya 
manifestado durante la negociación. 
1.	 El consentimiento de .un Estado en 
obligarse por un tratado se manifes­
tará mediante la aceptación o la apro­
bación en condiciones semejantes a 
las que rigen para la ratificación 18 . 
1.2.5.1 Las reservas a los tratados 
Es necesario aclarar que la ratificación es 
un acto de aprobación pero, también, el 
pleno legislativo puede rechazar el trata-
­Fal o: Óscar M,Hline z P['ñ~ l~() 
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do presentado por el Ejecutivo. De igual 
forma, los diputados tienen derecho y li­
bertad para formular reservas al tratado 
como condición para su ratificación. 
Las reservas, según la costumbre inter­
nacional, se hacen únicamente a los tra­
tados multilaterales, puesto que en el 
caso de los tratados bilaterales, por ser 
una negociación entre dos, no hay ma­
yores problemas para dirimir aspectos en 
los que no están de acuerdo ambos 
Estados. "En un tratado bilateral no se 
concibe la reserva, ya que desemboca 
en una transformación del tratado de 
manera puramente unilateral"!". 
En los tratados multilaterales, por tratarse de 
varios Estados, existe la posibilidad para que 
los países puedan formular reservas sobre 
aspectos secundarios del documento con los 
que no estén de acuerdo. Esta facilidad 
permite dejar abierta la posibilidad para que 
otros Estados formen parte del tratado. 
La convención de Viena sobre el derecho 
de los tratados, en el Art. 2, literal d~ , nos 
da una definición de reserva, que reza de 
la siguiente manera: 
Se entiende por "rese rva" una declara 
ción unilateral, cualquiera que sea enun­
ciado o denominación, hecha por un 
Estado al firmar, rati fic ar, aceptar G apro­
blea tiene la libertad de no aprobarlo o 
de aprobarlo con algunas reservas. , 1 ' 
Las reservas pueden consistir en la no 
aceptación de algunas partes del -texto 
del tratado, lo cual significa que tendrá 
fuerza de ley sólo lo que no haya sido 
objeto de reservas. De igual forma, si las 
reservas son modificaciones o declaración 
interpretativa de algunas cláusulas del tra­
tado, estas cláusulas modificadas como 
parte integral del tratado también tendrán 
fuerza de ley en el país. Las reservas que 
realice el Estado sólo serán obligatorias 
para el que las efectúe. 
Sin embargo, no se puede efectuar cual­
quier tipo de reservas, pues existe una 
reglamentación en la Convención de Vie­
na sobre el Derecho de los Tratados, con­
templada en el Art:19. 
Un Estado odrá formular una reserva en 
el n¡TO'mento de firmar, ratificar, aceptar o 
aprooar un tratado o de adherirse al mis­
a meno s: mo 
Q ue la reserva esté prohibida por 
el tratado; 
O ue el tratado disponga que única­
mente pueden hacerse determinadas 
reservas, entre las cuales no figure la 
reserva de que se trate; o 
c) Qwe, en los casos no previstos en los 
bar un tratado o al adherirse a él, c o~n~--- aRartados a) Y b), la reserv.a sea incom­
objeto de excluir o modificar los efec­
tos jurídicos de ciertas disposiciones del 
tratado en su aplicación a ese Estad0 20 . 
Si bien la Asamblea Legislativa puede 
hacer reservas, ello no significa que no 
se encuentren reglamentadas las limita­
ciones que impone el derecho interna­
cional público. La ratificación es un acto 
de aprobación, pero también la Asam­
patible con el objeto y el fin del trata­
do21 •
 
Este rol de la Asamblea Legislativa en
 
la política exterior ha permitido la par­

ticipación de todos los diputados y ha
 
conducido en particular a que la Co­

misión legislativa de Relaciones Exterio­

res adquiera un papel muy, importan­

te y hasta cierto punto .deterrninante,
 
en cuanto al dictamen que emite, ya
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que éste tiene repercusiones en la 
decisión que se tome en la plenaria, 
además de que, a través de esta co­
misión la Asamblea ejerce una mejor 
fiscalización y control de la política 
exterior del Ejecutivo. 
De tal forma, que hoy en día, no es ex­
traño que diputados de la Asamblea Le­
gislativa acompañen a delegaciones o 
misiones diplomáticas en las negociacio­
nes o en la redacción de textos de trata­
dos internacionales, ni tampoco observar 
a delegaciones legislativas de países que 
tratan de resolver litigios fronterizos, como 
en el caso de El Salvador y Honduras, en 
el litigio de los llamados «bolsones» fron­
terizos. "Los legisladores y las autoridades 
ejecutivas comparten así la responsabilidad 
de la dirección y los resultados de las 
negociaciones diplomáticas"?" . 
Esta importancia ha hecho, además, 
que , en ciertas ocasiones, los Senado­
res ostenten una representación insti­
tucional cuando viajan al extranjero, y 
hasta es posible que el Presidente les 
encomiende alguna misión delicada que 
el Senador habrá de cumplir con un 
espíritu no partidista, procurando tener 
en cuenta lo que es percibido como el 
"interés de la nací ón"". 
La ratificación de un tratado tiene gran 
alcance, debido a que tiene supremacía 
sobre el ordenamiento jurídico interno 
del país, por ejemplo, en caso de entrar 
en conflicto alguna disposición del tra­
tado con alguna ley, prevalecerá el tra­
tado sobre ella. 
1.2.6 Empréstitos públicos 
La aprobación de los créditos o empréstitos 
que suscribe el Poder Ejecutivo, tanto a ni­
vel nacional como con organismos financie­
ros internacionales, gobiernos y otros, cons­
tituye otro medio que permite a la Asamblea 
coordinar la política exterior del país. 
La aprobación de parte de la Asamblea 
permite que los diputados conozcan las 
condiciones en que se realizará el· présta­
mo y el destino que éste tendrá. Esto ga­
/ 
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rantiza que los créditos públicos sean utili· 
zados para favorecer a la sociedad, que no 
sean lesivos a la nación ni perjudiciales a 
las futuras generaciones. "No obstante, esa 
aprobación no les da carácter de leyes, sino 
que conservan su naturaleza administrativa 
y consecuente rango normativo '?'. 
Según la Constitución de El Salvador, en 
el Art.148: 
Corresponde a la Asamblea legislativa 
facultar al Órgano Ejecutivo para que 
contrate empréstitos voluntarios, dentro 
o fuera de la República, cuando una 
grave y urgente necesidad lo demande, 
y para que garantice obligaciones con­
traídas por entidades estatales o muni­
cipales de interés público. 
los compromisos contraídos de conformi­
dad con esta disposición deberán ser so­
metidos al conocimiento del Órgano le­
gislativo, el cual no podrá aprobarlos G6> 1\l 
menos de los dos tercios de votos dé los 
Diputados electos. 
El decreto legislativo en que se autorice 
la emisión o contratación de un emprés­
tito deberá expresar claramente el fin que 
se destinarán los fondos de ést e);l 
general, todas las condlcfones esenciales 
de la operación. 
De acuerdo con los lineamientos ge e­
rales del Ministerio de Relaciones Exterio­
res de El Salvador, para suscribir présta­
mos internacionales, son necesarios los 
guientes requisitos: 
a)	 Que exista un decreto legislativo que 
autorice la suscripción del préstamo. 
b) Que exista un acuerdo ejecutivo en 
ramo de hacienda, que designe para 
la firma a persona distinta del Minis­
terio de Hacienda. 
nai­
c)	 Que se emitan los plenos poderes 
correspondientes, que relacionen los 
datos de los literales anteriores . 
Adicionalmente, es atribución del Po­
der legislativo autorizar la entrada de 
fuerzas armadas extranjeras, la perma­
nencia en aguas territoriales de barcos 
de guerra; asimismo, la estadía de aero­
naves militares en el territorio nacio­
nal, pertenecientes a otros países. 
Esta autorización se realiza con el voto de 
las dos terceras partes de la Asamblea. Si, 
en dado caso, el Ejecutivo no estuviere de 
acuerdo con la decisión adoptada par los 
diputados, el presidente no tiene derecho 
a veto, porque la decisión -de autorizar o 
desautorizar no tiene el mismo procedimiento 
que el ae la elaboración de la ley, por lo 
que al Ejecutivo no le queda otra opción que 
aceptar la decisión del legislativo. 
Por. otra parte, según la Constitución de El 
alvador, en e 7\r1.131, inciso 25, le corres­
ponde a la Asamblea: "Declarar la guerra 
y ratificar la paz, con base en los informes 
que le proporcione el Órgano Ejecutivo". 
t 
Legislación y supervisión1.V7 
Una de las funciones exclusivas , dentro 
de la doctrina c l ásica del Poder Legisla­
tivo es la de legislar, la cual consiste en 
producir o establecer el derecho a tra­
y' s de normas jurídicas generales, es 
decir, las ley s, y. a las personas respon­
sables de esta actividad se les denomi­
legi s aaores. ' . 
la función legislativa está dividida ge­
neralmente en legislativa ordinaria i fun­
ción legislativa constituyente. La ordina­
ria es la que fo tmula la legislación or ­
dinaria que regula las relaciones de los 
particulares entre sí o la estructuración 
de los órganos secundarios o mediatos 
---------------
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del Estado. La función es constituyente 
cuando su objetivo es la elaboración de 
normas que han de regir la estructura 
fundamental del Estado y que se mate­
rializa en la Constituci ón:" : 
En El Salvador, de acuerdo con la Constitu­
ción, en el Art,121 : "La Asamblea Legislati­
va es un cuerpo colegiado compuesto por 
Diputados, elegidos en la forma prescrita por 
esta Constitución, y a ella compete funda­
mentalmente la atribución de legislar". 
Legislador. Persona u organismo que le­
gisla. Debe entenderse que lo hace con 
arreglo a facultades o atribuciones legíti­
mas. Si bien, en las monarquías absolu­
tas, el Poder Legislativo estaba atribuido 
a los monarcas, en los Estados de Dere­
cho sólo puede ostentar la calidad de 
legislador, o sea la potestad de sancionar 
leyes, el Poder Legislativo-" : 
Los diputados son las personas que se 
eligen a través del sufragio para que re· 
presenten el interés de la nación y una de 
sus funciones primordiales es hacer y es­
tablecer leyes; por esta razón también se 
les denomina legisladores. En la democra­
cia, la facultad de legislar reside en el 
pueblo , pero éste la delega por medio del 
sufragio en los diputados que integrarán 
la Asamblea Legislativa. 
No obstante, la función de legislar encuen­
tra algunas restricciones, por ejemplo, en 
el caso de Costa Rica: 
Sin duda alguna, la restricción más impor­
tante es la subordinación de la ley a la 
Constitución y de esta sumisión deriva el 
control de la Constitución de las leyes. 
Existen otras restricciones; en primer térmi­
no, la imposibilidad del Parlamento de le­
gislar sobre materias electorales seis meses 
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antes de las elecciones y cuatro meses 
después, contra el criterio del Tribunal 
Supremo de Elecciones. En segundo lugar, 
la obligación del Parlamento de consultar 
a algunas instituciones cuando tramita una 
ley referente a las mismas; y finalmente, el 
derecho de veto, ya analizado, que ejerce 
el titular del Poder Ejecutivo". 
Quiere decir que no es pertinente legis­
lar de manera antojadiza, pues la elabo­
ración, las reformas, la derogación, etc., de 
la ley, deben de circunscribirse en el 
marco constitucional. De igual forma, los 
Estados' pueden dictar restricciones a la 
función de legislar, siempre y cuando 
contribuyan a mantener o perfeccionar el 
sistema político democrático. 
La función de supervisión del Poder Le­
gislativo consiste, entre otros, en la obser­
vación ordenada del cumplimiento de las 
funciones de los miembros del gabinete 
del Ejecutivo, igualmente, en el control de 
la forma de aplicación de las leyes que 
hacen los integrantes del Gobierno. "Con­
trol de ejecución de leyes, en primer lu­
gar, por cuanto las leyes no son nada sin 
embargo, a menudo el Ejecutivo bloquea 
o falsea la legislación tomando unos tex­
tos de aplicación tardíos o infieles'?" . 
La función de supervisión es realizada, en 
términos generales, por la Asamblea Legis­
lativa y, a nivel particular, por las comisio­
nes legislativas permanentes. No obstan­
te, para hacer menos burocrática y com­
pleja la ejecución de esta función, las 
comisiones legislativas permanentes crean 
subcomisiones, con el mandato exclusivo 
de supervisar y emitir informes de super­
visión con periodicidad previamente deter­
minada, auxiliadas por fas agencias u or­
ganismos especializados de apoyo con que 
cuenta el Poder Legislativo. 
La Asamblea Legislativa controla, vigila i¡ 
verifica continuamente, de manera sistemá­
tica,' el cumplimiento de la legislación, en 
cuanto a su espíritu y letra, a la hora de 
ser aplicada por los distintos ministerios, 
instituciones públicas autónomas o semi­
autónomas, encargadas de ejecutarlas, ad­
ministrarlas o de elaborar los reglamentos 
correspondientes a las leyes emitidas por 
el Poder Legislativo. Esta función le permi­
los reglamentos para su aplicación. Sin te a la Asamblea detectar las inconstitu­
-'-------------­
REALIDAD y RBR.EXIÓN	 UNIVIUIDAD FRANCISCO GAVIDIA 
cionalidades, arbitrariedades, fallas, etc., para 
restablecer el respeto a las leyes. 
"Una ley juiciosa y bien escrita no es ga­
rantía de que se cumplirán las intencio­
nes de los legisladores", advierte Oleszek. 
"Las leyes aprobadas por el Congreso son 
pautas generales, a veces deliberadamente 
vagas en su redacción. La aplicación de 
la legislación requiere de reglamentacio­
nes administrativas formuladas por las 
dependencias del Ejecutivo, y del manejo 
cotidiano de los programas por parte de 
los funcionarios de las dependencias. Tal 
es el campo de la supervisión legislati· 
va: la revisión continua por parte del 
Congreso del grado de efectividad con 
que el Poder Ejecutivo cumple los man­
datos legislativos?". 
Según Maurice Duverger; "En virtud 
del principio de legalidad, el gobier­
no no puede modificar las leyes: so­
lamente puede precisar su aplicación. 
Así, las leyes definen los cuadros ju· 
rídicos de la actividad gubernamen­
tal"Jo. El acatamiento al ordenamiento 
jurídico interno -y al derecho interna­
cional público- puede determinar al 
régimen polítlco o forma de gobier­
no que prevalece en la sociedad, de 
tal manera, que se puede calificar a 
un gobierno de demo rático o de 
dictadura, en la medida que respete 
1.2.8 Elección de funcionarios públicos nas electas reúnen los requisitos establecí­
El Poder legislativo, en términos genera­ dos por la Constitución, de lo cual dará 
o irrespete las leyes de un sistema po­
lítico democrático . iniciar y seguir diligencias a fin de compro­
bar, por cualquier medio legal si las perso­
les tiene la potestad de elegir a algunos 
de los funcionarios públicos de alta jerar­
quía y para ello ciertas Asambleas Legis­
lativas utilizan varios procedimientos, re­
quisitos y condiciones que garantizan la 
acertada elección, tales como: 
Que los candidatos sean propuestos
 
públicamente por sus respectivos gre­

mios y asociaciones profesionales.
 
Que no ' tengan vínculos partidarios.
 
Que posean nivel académico adecuado.
 








Estudio de los antecedentes y atesta­

dos de los candidatos.
 
•	 , Entrevistas. 
Audiencias. 
Evitar el continuismo. 
Despolitizar las instituciones". 
Elegirlos con- mayoría calificada de los 
dos tercios de los diputados electos, etc. 
En El Salvador, a falta "del establecimiento 
de procedimientos, requisitos y condicio­
nes para la elección de los candidatos a 
ocupar funciones públicas, igualmente, por 
la ausencia del perfil que deben de cum­
plir los funcionarios públicos de alta jerar­
quía, se ha cometido errores" . 
En el reglamento interno de la Asamblea 
Legislativa de El Salvador, se permite que 
se elija prácticamente a cualquier persona, 
puesto que en el Art.16, se establece que: 
La Comisión de Legislación y Puntos Cons­
titucionales inmediatamente después de que 
se practique la elección de un funcionario 
por parte de la Asamblea, está obligada a 
cuenta documentada y razonada a la Asam­
blea, a más tardar treinta días después de 
verificada la elección. 
Hasta la fecha no se ha escuchado algu­
na vez, que la Comisión de legislación y 
--------_-----...:.
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Puntos Constitucionales haya llevado a 
cabo alguna investigación al respecto. 
En este mismo sentido, el Dr. Napoleón 
Rodríguez Ruiz señala y pregunta lo si­
guiente: "Algunos sectores del Órgano 
Judicial continúan funcionando con corrup­
tos", ¿Cómo un delincuente juzgará a otros 
deltncuentest'?' . 
Según la Constitución de El Salvador, en 
En 'El Salvador, es en la Comisión Política 
de la Asamblea donde realmente se elige 
a los funcionarios públicos de alto nivel, 
para posteriormente ratificarlos en la vo­
tación del pleno. 
Los miembros de la Comisión Política le 
ocultan los detalles de las discusiones entre 
los partidos políticos en la elección de los 
funcionarios. Y cuando es discutido en 
plenaria lo hacen a altas horas de la no­
el Art.131, inciso 19, la Asamblea Legis­ che o a primeras horas de la madrugada, 
lativa está facultada para: de tal forma que: "La Asamblea ' Legislati­

va ha convertido en una tradición las.ple­

Elegir por votación nominal y pública a los narias nocturnas para negociar la elección
 
siguientes funcionarios: Presidente y Ma­
gistrados de la Corte Suprema de Justicia, 
Presidente y Magistrados de la Corte de 
Cuentas·de la República, Fiscal General de 
la República, Procurador General de 
República, Procurador para la Def nsa de 
los Derechos Humanos y Miernbfos del 
Consejo Nacional de la Judicatura. 
En El Salvador no se cumple la función d 
la aprobación y nombramiento de I~s fu 
cíonarios públicos siguie tes que &!b~ 
cumplir la Asamblea LegisLíl!iva, por elemplo: 
embajadores, cónsules, fu cionarios ~ repre­
sentantes plenipotenciarios ante organismos 
internacionales; Ministro de la Defensa: I?re: 
sidente y los integrantes del Consejo Direc­
tivo del Banco Central de Re erva de El Sal­
vador (BCR), y tampoco del Sup rintenden­
te del Sistema Financiero Nacional. 
desarrollo del país y de la democracia, y 
1.2.8.1 la administración 
,..----> 
no a sus int r es partidarios o a compo­
manos de la clase política nendas entre partidos polltícos'" . 
En El Salvador la costumbre ha sido que 
cuando la Asamblea Legislativa ha elegi­
do a Jos altos funcionaríos públicos, por 
lo general, se da el continuismo y repar­
tir los puestos de trabajo de la adminis­
tración p ública": 
de aquellos funcionarios que la Constitu­
ción le faculta'?" . 
En El Salvador garantizar que los funcio­
nar.' ue elija la Asamblea l.egislativa .van 
a se los que el país necesita es -algo prác­
e 
la 
ticamente imgo ible, porque eso implica­
ría que los partidos políticos y, principal­
mer.l~ el partido mayoritario, vieran la 
elección de estos funcionarios de cara al 
Los candidatos a ocupar los altos pues­
to públicos deberían ser llamados a 
comparecer ante la comisión legislati­
va correspondiente, para entrevistarlos y 
conocer el plan de trabajo de cada uno. 
De esta manera pondrían en evidencia su 
-'---------------------­
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conocimiento e idoneidad para el cargo, 
en reuniones "a puertas abiertas", con la 
presencia de los medios de comunicación 
y de representantes de la sociedad. 
La Asamblea Legislativa de El Salvador no 
da muestras de transparencia al elegir a 
las más altas autoridades de las institucio­
nes del Estado. Este procedimiento obs­
taculiza el proceso de participación ple­
na y activa de la sociedad y se convier­
te en un impedimento para el buen de­
sarrollo del proceso de democratización. 
Por otra parte, la clase política frena · y 
"prohíbe" prácticamente la participación 
y decisión de la sociedad en asuntos de 
su interés. La clase política de El Salva­
dor se reserva el derecho a imponer a la 
población a los altos funcionarios, quie­
nes, en la mayoría de los casos, son mi­
litantes políticos. 
La clase y la sociedad política no permi­
ten que lleguen a ocupar estos cargos 
personas, que protejan y defiendan, al 
pueblo de los abusos de los políticos y de 
las instituciones del Estado. 
Al no permitir la participación de la so­
ciedad en la presentación de candidatos 
y al impedirle el acceso a la discusión para 
su aprobación, se fomenta e institucionaliza 
el autorltarisrno'? . 
1.2.9 La aprobación del presupuesto ge­
neral de la nación 
1.2.9.1 Tarifas de los servicios públicos 
e impuestos municipales 
Además del estudio, análisis, enmiendas 
y aprobación del presupuesto general de 
la nación, le corresponde al Poder Le­
gislativo establecer las tarifas de los ser­
vicios públicos y la fijación de tarifas o 
impuestos municipales presentados por 
el Ejecutivo o los concejos municipales. 
Asimismo, determina los montos de los 
impuestos directos o indirectos y los im­
puestos sobre la renta. 
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Sin embargo, en El Salvador le corresponde 
al Ejecutivo. ,"LOs incrementos que no debe­
ríanser de tipo administrativo, sino legislati­
vo porque se comportan más como tasas y 
éstas competen a la labor legíslatíva"" . 
Este es un esquema tributario diferencia­
do y económicamente inequitativo". 
Según la Constitución salvadoreña, en el 
Art.131 , inciso 6, le corresponde a la 
Asamblea Legislativa: 
Decretar impuestos, tasas y demás 
contribuciones sobre toda clase de 
bienes, servicios e ingresos, en rela­
ción equitativa; y en caso de invasión, 
guerra legalmentedeclarada o calami­
dad pública, decretar empréstitos for­
zo so s en la misma relación, si no 
bastaren las rentas públicas ord inarias. 
No obstante la letra y el espíritu del artí­
culo constitucional, los decretos en men­
ción han sido lesivos a la ciudadanía. Según 
Juan Carlos Aguirre, jefe de la Unidad 
jurídica del Centro de la Defensa del 
Consumidor (CDC): 
Nosotros creemos que es importante to­
mar en cuenta que a la hora de hacer los 
incrementos es importante considerar 
obviamente la posición de la población al 
respecto, porque si no se cae en el error 
que van a ser desproporcionados. 
Nosotros presentamos a la Corte Supre­
ma de Justicia, en 1995 una demanda de 
inconstitucionalidad por el incremento a 
las tarifas de agua potable. En ese caso 
se planteaba : ¿cómo es posible que quie­
nes consumen menos agua deben de 
pagar más, a más precio el valor del metro 
cúbico que las personas que consumen 
más agua?40 , 
-'-------------­
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Por otra parte, con los altos incremen­
tos de las tarifas de los servicios públi­
cos no sólo se agrava más la crítica si­
tuación económica de la mayoría de los 
usuarios, sino que también se le niega 
el derecho de gozar de los servicios 
públicos a las familias de menores ingre­
sos económicos, específicamente a los 
sectores rurales 41 • 
1.2.9.2 Presupuesto general de la nación 
Para el caso de El Salvador, como en to­
dos los países con Estado de derecho, la 
preparación del presupuesto general de la 
nación le corresponde al Poder Ejecutivo, 
y la instancia encargada de elaborarlo, a 
propuesta del consejo de ministros, es el 
Ministerio de Hacienda, como ente rector 
de las finanzas públicas, a través de la 
Dirección General del Presupuesto. 
Según el Art.167, inciso 3, de la Consti­
tución de El Salvador, corresponde al 
Consejo de Min istros: "Elaborar el proyecto 
de presupuesto de ingresos y egresos y 
presentarlo a la Asamblea Legislativa, por 
lo menos tres meses antes de que se ini­
cie el nuevo ejercicio fiscal". 
El Ejecutivo envía el proyecto del pre 
supuesto a la Asamblea Legislativa como 
in iciativa de ley para que allí sea dis­
cutido y aprobado. El trámi te es sirni­
lar al que se le aplica a un w oyecto d;:.:e=-­
ley ordinario. El proyecto (le presupuesto 
es enviado a la Comisión de Haci enda, 
para que ésta emita el respectivo die ­
tamen y posteriormente se man da al 
plenario para su discusión y apro bacióh: 
No obstante , el Presidente, en este caso, 
no puede hacer uso del veto ejecutivo. 
Cada Asamblea Legislativa tiene su propia 
metodología para abordar el presupuesto, 
por ejemplo, para estudiar, analizar, hacer 
propuestas, reformas, etc. Sin embargo, en 
buena parte de las Asambleas, el presupues­
to es el que crea más debate y discusión, 
puesto que los diputados no sólo se limi­
tan a reformarlo -en algunos casos- o apro­
barlo, sino por la incidencia que tienen en 
la política económica y social del país. 
En la mayoría de las Constituciones pre­
cisan que si el proyecto del presupuesto 
no es aprobado en el tiempo estable­
cido, el presupuesto del año anterior 
entrará automáticamente en vigencia, 
con la posibilidad de que el Parlamento 
lo pueda modificar en el transcurso de 
la ejecuci órr". 
PRINCIPIOS SUSTANTIVOS PARA 
LA ELABORACiÓN DEL PRESUPUESTO 
Planificación 
Este implica la necesidad de formular pia­
nes y programas con amplio alcance y que 
abarquen las fases de un programa en un 
período de tiempo determinado. 
Universalidad 
lndica que se de en incluir todos los ele­
mentos cualitativos y cuantitativos¡ todos 
los ingresos y egresos. 
Unidad 
Se concen tra en la necesidad de que 
ex ista una unidad de documento, de 
cuenta y de caja . 
Previsión-Periodicidad 
El programa debe ordenar las actividades 
por realizar en un plazo determinado. 
PRINCIPIOS FORMALES PARA 
LA ELABORACiÓN DEL PRESUPUESTO 
Claridad 
Hay que especificar todas las acciones para 
alcanzar el objetivo propuesto inicialmente. 
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Especificación-Generalidad 
De la adopción de uno de estos principios 
depende la confianza que se tenga en los 
órganos políticos o el deseo de con trolar 
y supervisar las acciones . 
I 
Publicidad 
El debate público se da en los Parla ­
mentos, es menester que la mayoría de 
la población se entere de lo que se 
está discutíendo. 
Exactitud 
Las estimaciones que contenga el pre­
supuesto deben ser reales y confia­
bles . (MARINA RAMíREZ A LTAMI~A­
NO, 1994) 
Es en el presupuesto donde se identif ican 
la fuente de financiamiento, los objetivos 
y las metas del programa del partido en 
el gobierno, que éste pondrá en práctica 
en las diferentes áreas y que regulará la 
vida económica, política y social del país 
durante un año, en caso de que el presu­
puesto sea anual. 
La función de discutir y aprobar el pre­
supuesto, es uno de los mecanismos de 
coordinación y de control político y fi­
nanciero que utiliza el Legislativo so­
bre la acción del Ejecutivo, a la vez que 
"fija unos límites financieros a la actua­
ción del Gobierno":" . 
El presupuesto es una especie de "brú­
jula" que define el rumbo que o,rienta~á 
a los planes gubernamentales, es dec ir, 
son los planes gubernamentales expresa­
dos en números. 
La Asamblea Legislativa en El Salvador si 
no 
l 
se moderniza y democratiza va en ca­
mino directo hacia el to tal desprestigio, 
igualmente, por no ejercer un verda,dero 
control sobre el presupuesto y las actua­
.~-----------­
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ciones del Ejecutivo. "La función de con­
trol es la sustancia de la democracia, aun 
en la norteamericana (sic) que tanto nos 
gusta utilizar como referencia, ella ejer­
ce una misión de vigilancia y seguimien­
to del Ejecutivo v" . 
Por lo general, la Comisión Legislativa de 
Hacienda tiene facultad para asesorarse 
permanentemente por el organismo es­
pecializado de la Asamblea, con técni­
cos y funcionarios de la Corte de Cuen­
tas, del Banco Central de Reserva, del 
Ministerio de Hacienda, del Ministerio de 
Economía, etc. 
La Comisión Legislativa de Hacienda, si 
lo estima conveniente puede presentar 
modificaciones al proyecto del presupues­
to. Por ejemplo, mociones que reduzcan, 
eliminen, aumenten o incl uyan nuev as 
partidas, reasignar fondos, es decir, pa­
sar los fondos de una institución a otra. 
Puede introd uci r los cam bi os pert inen­
tes, pero se gua rda como regl a general 
que los gastos no sobrepasen los ingre­
sos ni reducir los que por la ley que 
aprueba el presupuesto. 
La Constitución de El Salvador establece, 
en 105 siguientes incisos del Art.13 1, que 
corresponde a la Asamblea Legislativa: 
8.	 Decretar el Presupuesto de Ingresos y 
Egresos de la Administración Pública, 
así como sus reformas. 
9.	 Crear y suprimir plazas, y asignar 
sueldos a lo s funcionarios y emplea­
dos de acuerdo con el régimen de 
Servicio Civ i1. 
10. Aprobar su presupuesto y sistema de 
salarios, así como sus reformas, con­
sultándolos previamente con el Pre­
sidente de la República para el solo 
efecto de garantizar que existan los 
fondos necesarios para su cumplimien­
to. Una vez aprobado dicho presu­
puesto se incorporará al Presupues­
to de Ingresos y Egresos de la Admi­
nistración Pública. 
No obstante lo establecido en el inciso 10, 
del Art.1 31, el Poder Ejecutivo violó la 
Constitución, al elaborarle el Ministerio de 
Hacienda el presupuesto correspondiente 
a 1997 a la Asamblea Legislativa, de igual 
modo, constituye una violación e interfe­
rencia en la autonomía funcional y finan­
ciera del Poder Legislativo . 
Por ot ra parte , el financiamiento de! pre­
supuesto se obtiene de la recolección de 
imp uestos y servicios estatales. De acuer­
do con la estimación de 105 ingresos que 
percibe el Estado, son contemplados los 
gastos o egresos que el sector público 
efectuará para llevar a cabo de una for­
ma coordinada la política económica y 
social del Ejecutivo. 
En algunos países democráticos se con ­
templan de manera fija los presupues­
tos de la Corte Suprema de Justicia y 
del Tribunal Supremo de Elecciones. El 
pres upuesto de ambas inst ituciones es 
estableci do po r un porcentaje fijo en 
rela ción con el pre supuesto general de 
la naci ón, con el propósito de garanti­
zar su indepe ndenci a con el Legistati ­
y el Ejecutivo. 
En El Salvador únicamente se procede de 
esta forma en el caso del Poder Judicial. 
La Constitución salvadoreña en el Art.1 72, 
dice: "El Órgano Judicial dispondrá anual­
mente de una asignación no inferior al seis 
por ciento de los ingreso s corrientes del 
presupuesto del Estado". 
va 
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La Asamblea Legislativa, a través de la 
Comis ión Legislativa de Hacienda, apoya­
da por especialistas en la materia, le da 
seguimiento a la ejecución del presupuesto. 
Asimismo, realiza una constante evalua­
ción durante el correspondiente año fis­
cal. Sin embargo, en El Salvador los di­
putados no participan en el control de 
la ejecución ni establecen evaluaciones 
periódicas ni son informados por el Mi­
nisterio de Hacienda acerca de la eje­
cución del presupuesto, a pesar de que 
éste se haya comprometido a hacerlo 
cada tres meses. Por otra parte : "La Pre­
sidencia de la Asamblea Legislativa ac­
túa dictatorialmente sobre el conjunto 
de la misma, limita sus funciones fisca­
lizadoras, obstacul iza la iniciativa de los 
Diputados y reduce los alcances y la 
autoridad del paradójicamente llamado 
'primer poder' " 45. 
El seguimiento y la evaluación le per­
mite a los diputados poseer una ma­
yo r vis ión de la via bil idad, de las re­
formas o de la ree st ruc turación qu e 
puedan ser necesarias en el presupues­
to; a la vez, que el siguiente presupues­
to general de la nación no co nst ituye 
una sorpresa que envía el Ejecutivo al 
Legislativo al finalizar el año, para que 
de una forma improvisada y apresura­
da sea aprobado. 
3	 Entrevista realizada a Eugenio Chicas Mert lnez, 
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